
DEFECTO ORGANICO - Por incompetencia de funcionario judicial para 
declarar la nulidad del Decreto Ley 1012 de 2000 
 
La Sala encuentra que la sentencia acusada incurrió en defecto orgánico, por falta 
de competencia, por las siguientes razones: El Decreto Ley 1012 de 2000 es una 
norma con fuerza material de ley, en cuanto fue expedido por el Presidente de la 
República, en virtud del artículo 1° de la Ley 573 de 2000, que lo revistió de 
precisas facultades extraordinarias, en los términos del artículo 150-10 de la 
Constitución Política. Conforme con el artículo 241-5 de la Constitución Política, la 
Corte Constitucional conoce de las demandas de inconstitucionalidad contra los 
decretos con fuerza de ley.  Como el Decreto 1012 de 2000 es una norma con 
fuerza de ley, el control de constitucionalidad está a cargo de la Corte 
Constitucional… Ahora, si bien la Sección Segunda, Subsección A, ha aceptado 
que la jurisdicción de lo contencioso administrativo puede examinar el Decreto 
1012 de 2000, lo cierto es que tal estudio se ha realizado por vía de la excepción 
de inconstitucionalidad, prevista en el artículo 4° de la Constitución Política. Según 
dicha subsección, si el decreto vulnera preceptos constitucionales, el juez 
administrativo podrá inaplicarlo al caso concreto, pero no anularlo, como lo hizo el 
tribunal.  
 
NOTA DE RELATORIA: Ver, Consejo de Estado, sentencia del 12 de julio de 
2012, expediente 1469 – 2011. 
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La Sala decide la acción de tutela interpuesta por la apoderada judicial de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil contra el Tribunal Administrativo de 

Bolívar.  

 

ANTECEDENTES 

 

La demanda de tutela  

 



La Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante apoderada judicial, interpuso 

acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Bolívar, por cuanto consideró 

vulnerados el derecho fundamental al debido proceso y los principios de legalidad 

y de seguridad jurídica.  

 

La entidad demandante formuló las siguientes pretensiones: 
 
 

“PRIMERO: Tutelar el derecho al debido proceso contenido en el art. 29 de 
la Constitución Política. 
SEGUNDO: Dejar sin efecto la sentencia del 16 de Diciembre de 2011 
proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar, dentro del proceso de 
nulidad y restablecimiento del derecho promovido por el (sic) señora 
Esmeralda del Carmen Monsalve Castillo contra la Registraduría Nacional 
del Estado Civil con radicación 13-001-23-31-000-2002-00431-01. 
TERCERO: Confirmar la Sentencia del 4 de agosto de 2012 (sic) proferida 
por el Juez Primero Administrativo de Cartagena, dentro del proceso de 
nulidad y restablecimiento del derecho promovido por el (sic) señora 
Esmeralda del Carmen Monsalve Castillo contra la Registraduría Nacional 
del Estado Civil con radicación 13-001-23-31-000-2002-00431-01.” 

 
  
Hechos 

 

Del expediente, se advierten como hechos relevantes los siguientes:  

 

Que la Ley 573 de 2000 otorgó facultades extraordinarias al Presidente de la 

República para que estableciera la planta de personal de la Registraduría Nacional 

del Estado Civil.  

 

Que, en ejercicio de esas facultades, el Presidente de la República expidió el 

Decreto Ley 1012 de 2000, que fijó la nueva planta de personal de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil y suprimió varios cargos, entre los que se 

encontraba el cargo de fotógrafo 4185-06, que ocupaba la señora Esmeralda del 

Carmen Monsalve Castillo.  

 

Que, en consecuencia, mediante oficio del 27 de diciembre de 2001, la 

Registraduría Nacional del Estado Civil le comunicó a la señora Esmeralda del 

Carmen Monsalve Castillo que el cargo de Fotógrafo 4185-06 se suprimió y que 

podía optar por la indemnización o por la reincorporación. 

  



Que la señora Monsalve Castillo se acogió a la indemnización por supresión de 

cargo y que, por lo tanto, mediante Resolución No. 000117 del 6 de febrero de 

2002, se ordenó el pago de $24’349.926, a título de indemnización por supresión 

de cargo.  

 

Que, no obstante, la señora Monsalve Castillo presentó demanda de nulidad y 

restablecimiento del derecho contra el Decreto Ley 1012 de 2000 —que estableció 

la nueva planta de personal de la Registraduría Nacional del Estado Civil— y el 

oficio 0028482 del 27 de diciembre de 2001, que le comunicó la supresión del 

cargo.  

 

Que la demanda le correspondió al Juzgado Primero Administrativo de Cartagena, 

que, en sentencia del 4 de agosto de 2010, se declaró inhibido para decidir de 

fondo las pretensiones, por ineptitud sustantiva de la demanda. Que el juzgado 

dijo que el Decreto Ley 1012 de 2000 tiene fuerza material de ley y que, por ende, 

el control le correspondía a la Corte Constitucional, no a la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo.  

 

Que la señora Monsalve Castillo presentó recurso de apelación y fue resuelto por 

el Tribunal Administrativo de Bolívar, que, en sentencia del 16 de diciembre de 

2011, revocó la decisión de la primera instancia y anuló los actos demandados. 

Que, a título de restablecimiento del derecho, ordenó a la Registraduría Nacional 

del Estado Civil que reintegrara a la señora Esmeralda Monsalve Castillo al cargo 

de fotógrafo 4185-06, o a uno superior o equivalente, y que le pagara los salarios y 

prestaciones sociales dejadas de percibir, desde la desvinculación hasta que se 

hiciera efectivo el reintegro1.  

 

Según la autoridad demandante, el tribunal, al declarar la nulidad del Decreto Ley 

1012 de 2000, desconoció que se trata de un decreto proferido en ejercicio de 

facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso al Presidente de la 

República, esto es, que se trata de una norma con fuerza material de ley y que, 

por ende, el control está a cargo de la Corte Constitucional.  

                                                 
1 La parte resolutiva de la sentencia cuestionada dice: “(…) Segundo: Declarar la nulidad parcial 
del Decreto 1012 de 6 de junio de 2000, a través del cual se suprimió el cargo oficio Fotógrafo 
4185-06, así como del oficio 002848 de 27 de diciembre de 2001, a través del cual se comunicaba 
la supresión del cargo de la demandante.”  



 

Que no existe duda de que el decreto 1012 de 2000 es una norma con fuerza de 

ley y que, por ende, el tribunal incurrió en defecto sustantivo por indebida 

interpretación. Que el tribunal también desconoció el precedente judicial del 

Consejo de Estado en el que ha concluido que el Decreto Ley 1012 de 2000 es 

una norma con fuerza material de ley y que, por ende, el control le corresponde a 

la Corte Constitucional.  

 

Que, además, el tribunal “acomodó de manera equivocada” la sentencia proferida 

por la Sección Segunda del Consejo de Estado el 26 de mayo de 2005, M.P. José 

María Lemus Bustamante, para concluir que el Decreto Ley 1012 de 2000 era un 

acto administrativo y no una norma con fuerza material de ley.  

 

Que el tribunal incurrió en defecto orgánico porque declaró la nulidad parcial del 

Decreto 1012 de 2000, sin tener competencia para el efecto.    

 
2. La intervención de los demandados 

 
  

Los magistrados del Tribunal Administrativo de Bolívar no se pronunciaron frente a 

los hechos que motivaron la interposición de la tutela de la referencia.  

 

3. La intervención de la tercera con interés directo 

 

La señora Esmeralda Monsalve Castillo tampoco intervino en el trámite de la 

acción de tutela.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la acción de tutela contra providencias judiciales 

 
La acción de tutela es un mecanismo judicial cuyo objeto es la protección de los 

derechos fundamentales amenazados o vulnerados por la acción u omisión de 

cualquier autoridad pública o por un particular, en el último caso, cuando así lo 

permita expresamente la ley.  

 



La tutela procede cuando el interesado no dispone de otro medio de defensa 

judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. En todo caso, el mecanismo de defensa judicial ordinario debe ser 

idóneo para proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado, pues, de lo 

contrario, el juez de tutela deberá examinar si existe perjuicio irremediable y, de 

existir, concederá el amparo impetrado, siempre que esté acreditada la razón para 

conferir la tutela. 

 

En principio, la Sala Plena de esta Corporación consideraba que la acción de 

tutela era improcedente contra las providencias judiciales, en cuanto no fue creada 

para tal efecto. Que, además, no era el medio para discutir providencias judiciales 

porque el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991, que reguló la acción de tutela, y 

que la permitía, fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante 

sentencia C-543 de 1992. 

 

No obstante, en sentencia del 31 de julio de 2012, la Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo de esta Corporación aceptó la procedencia de la acción de tutela 

contra providencias judiciales, conforme con las reglas que ha fijado la Corte 

Constitucional. Es decir, la Sala Plena admitió que la tutela procede de manera 

excepcional para controvertir providencias judiciales, siempre que exista violación 

flagrante de algún derecho fundamental2.  

 
Empero, la tutela no puede convertirse en la instancia adicional de los procesos 

judiciales, pues los principios de seguridad jurídica y de coherencia del 

ordenamiento jurídico no permiten la revisión permanente y a perpetuidad de las 

decisiones judiciales y, por tanto, no puede admitirse la procedencia de la tutela 

contra providencias judiciales, sin mayores excepciones.  

 
Para aceptar la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, entonces, 

el juez de tutela debe verificar el cumplimiento de los requisitos generales que fijó 

la Corte Constitucional, en la sentencia C-590 de 2005, así:  

 

“a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 
constitucional. Como ya se mencionó, el juez constitucional no puede entrar a 
estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada importancia 
constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 
otras jurisdicciones.  

                                                 
2Sin embargo, existe aún polémica en el seno de las secciones del Consejo de Estado sobre la tutela contra 
los llamados órganos de cierre. 



(…) 
b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios-  de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de 
evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  De allí 
que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos judiciales 
ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. 
De no ser así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo 
de protección alternativo, se correría el riesgo de vaciar las competencias de 
las distintas autoridades judiciales, de concentrar en la jurisdicción 
constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un 
desborde institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última.  
 
c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 
hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración.  De lo contrario, esto es, de permitir que la 
acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, 
se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que 
sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre 
que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de 
resolución de conflictos. 
 
d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 
misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  
(…) 
e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 
posible. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la acción de tutela 
llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y 
no previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad 
en cuanto al fundamento de la afectación de derechos que imputa a la 
decisión judicial, que la haya planteado al interior del proceso y que dé 
cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de 
sus derechos. 
 
f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre 
la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de 
manera indefinida, mucho más si todas las sentencias proferidas son 
sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, proceso 
en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión 
de la sala respectiva, se tornan definitivas.”   

 
Esos son los requisitos procesales o de procedibilidad de la acción de tutela. 
 
Además, una vez la acción de tutela supere el estudio de las causales anteriores, 

llamadas genéricas, el juez puede conceder la protección siempre que advierta la 

presencia de alguno de los siguientes defectos o vicios de fondo: (i) defecto 

sustantivo, (ii) defecto fáctico, (iii) defecto procedimental absoluto, (iv) defecto 

orgánico, (v) error inducido, (vi) decisión sin motivación, (vii) desconocimiento del 

precedente y (viii) violación directa de la Constitución. La Corte Constitucional 

describió tales causales, así:  



 

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 
profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia 
para ello.  
 
b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido.  
 
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 
permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  
 
d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 
base en normas inexistentes o inconstitucionales  o que presentan una 
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.  
 
e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 
engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta derechos fundamentales. 
 
f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus 
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la 
legitimidad de su órbita funcional. 
 
g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 
cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho 
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente 
dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 
garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante 
del derecho fundamental vulnerado.  
 
h. Violación directa de la Constitución.” 

 

Y esos defectos son los que autorizarían la concesión del amparo o de la tutela. 

 

Por último, conviene decir que al demandante le corresponde identificar y 

sustentar la causal específica de procedibilidad y exponer las razones que 

sustentan la violación de los derechos fundamentales. No son suficientes las 

simples inconformidades con las decisiones tomadas por los jueces de instancia, 

sino que el interesado debe demostrar que la providencia cuestionada ha incurrido 

en alguna de las causales específicas para la procedencia de la acción de tutela 

contra providencias judiciales. 

 
Justamente, las causales específicas que ha decantado la Corte Constitucional (y 

que han venido aplicando la mayoría de las autoridades judiciales) buscan que la 

tutela no se convierta en una instancia adicional para que las partes reabran 

discusiones que son propias de los procesos judiciales ordinarios o expongan los 

argumentos que dejaron de proponer oportunamente.  



 
Es de esa manera que podría abordarse el estudio de una providencia judicial 

mediante el mecanismo excepcional de la tutela. 

 

2. El caso concreto 

 

La Registraduría Nacional del Estado Civil alegó que la sentencia del 16 de 

diciembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo de Bolívar, violó el 

derecho fundamental al debido proceso y los principios de legalidad y de la 

seguridad jurídica, en cuanto declaró la nulidad de una norma con fuerza material 

de ley, sin tener competencia para el efecto. Que, por lo tanto, incurrió en defectos 

sustantivo, orgánico y desconocimiento del precedente judicial.  

 

Una vez analizado el expediente, la Sala encuentra que la sentencia acusada 

incurrió en defecto orgánico, por falta de competencia, por las siguientes razones:  

 

El Decreto Ley 1012 de 2000 es una norma con fuerza material de ley, en cuanto 

fue expedido por el Presidente de la República, en virtud del artículo 1° de la Ley 

573 de 20003, que lo revistió de precisas facultades extraordinarias, en los 

términos del artículo 150-10 de la Constitución Política. 

 

                                                 
3 “Artículo 1o. Facultades extraordinarias. De conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del 
artículo 150 de la Constitución Política, revístese al Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias para que, en el término de quince (15) días contados a partir de la publicación de la 
presente ley, expida normas con fuerza de ley para: 
(…) 
8. Modificar la estructura de la Registraduría Nacional del Estado Civil y su régimen de funciones y 
competencias internas y establecer su planta de personal pudiendo crear, suprimir o fusionar empleos; 
modificar y determinar el sistema de nomenclatura y clasificación de los empleos de la organización electoral 
y establecer todas las características que sean competencia de la ley referentes a su régimen de personal; 
establecer y crear la estructura de la planta de personal del Consejo Nacional Electoral y su régimen interno 
de funciones y competencias; dictar normas y definir la naturaleza jurídica del Fondo Social de Vivienda de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil definir su estructura, funcionamiento, competencia y el sistema de 
manejo de los recursos destinados a la vivienda de los funcionarios de la Registraduría Nacional del Estado 
Civil; establecer y crear la estructura interna, las funciones de sus dependencias y la planta de personal del 
Fondo Rotatorio de la Registraduría Nacional del Estado Civil, especificando el sistema de nomenclatura y 
clasificación de sus cargos; y, modificar y dictar las normas sobre el régimen de carrera administrativa 
específico, el de inhabilidades e incompatibilidades de los servidores de la organización electoral, previsto en 
el Decreto 3492 de noviembre 21 de 1986.” (Se resalta). 
 



Conforme con el artículo 241-54 de la Constitución Política, la Corte Constitucional 

conoce de las demandas de inconstitucionalidad contra los decretos con fuerza de 

ley.  

 

Como el Decreto 1012 de 2000 es una norma con fuerza de ley, el control de 

constitucionalidad está a cargo de la Corte Constitucional. De hecho, así lo aceptó 

recientemente la Sección Segunda del Consejo de Estado5, criterio que esta Sala 

comparte. 

 

En la sentencia del 12 de julio de 2012, expediente 1469 – 2011, la Sección 

Segunda Subsección A concluyó que el “Decreto 1012 de 2000, es un decreto ley 

proferido por el Presidente de la República, en ejercicio de las facultades 

extraordinarias6 conferidas por el numeral 8 del artículo 1 de la Ley 573 de 2000 

(…)” 

 

Por su parte, en la providencia del 12 de julio de 2012, expediente 2303-2011, se 

expuso:  

 

“La circunstancia de que el decreto 1012 de 6 de junio de 2000 sea de 
conocimiento privativo de la Corte Constitucional, porque se trata de 
una normativa con fuerza de ley dictada por el Gobierno Nacional con 
fundamento en precisas facultades extraordinarias (artículo 150-10 de 
la C.P.) y la comunicación de 27 de diciembre de 2001 sea de conocimiento 
privativo de esta Corporación, porque se trata de un acto administrativo que 

                                                 
4 “Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
(…) 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos con 
fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos  150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
(…) 
 
5 Ver las siguientes sentencias:  
 

 Consejo de Estado. Sección Segunda - Subsección A. M.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
Sentencia del 12 de julio de 2012. Expediente N° 050012331000200202245 01 (1469 – 2011). Actor: 
Luís Enrique Bermúdez Pérez. 

 Consejo de Estado. Sección Segunda - Subsección B M.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez. 
Sentencia del 26 de julio de 2012.Expediente No. 05001-23-31-000-2002-02190-01 (2032-2011). 
Actor: María Genivera Muñoz Arango.  

 Consejo de Estado. Sección Segunda, Subsección A. M.P. Luis Rafael Vergara Quintero. Sentencia 
del 12 de julio de 2012. Radicado: 0500123310002002 02352 01 (2303-2011). Actor: Martha Helena 
Diaz Zapata 

 
6 Numeral 10 del artículo 150 de la C.N. 



afectó la situación particular y concreta de la actora, no puede traducirse en 
inexistencia de control.” (Subraya la Sala). 
 

Y, finalmente, en la sentencia del 26 de julio de 2012, expediente 2032-2011, la 

Sección Segunda, Subsección B dijo:  

 

“Sobre este punto precisa la Sala que el Decreto 1012 de 2000, por el cual 
se establece la planta de personal de la Registraduría Nacional del 
Estado Civil, fue expedido por el Presidente de la Republica, en 
ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas por el numeral 8 
del artículo 1 de la Ley 573 de 2000, que lo revistió de precisas 
facultades extraordinarias en aplicación del numeral 10 del artículo 150 
de la Constitución.  
 
De acuerdo con lo señalado en el numeral quinto del artículo 241 de la 
Constitución Política, corresponde a la Corte Constitucional decidir sobre las 
demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los 
Decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los 
artículos 150 numeral 10 y 341 de la Constitución, por su contenido material 
o por vicios de procedimiento en su formación.” (Se destaca).  

 

 
Como se ve, es improcedente que mediante la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho se declare la nulidad de un decreto ley, cuyo control, 

se insiste, ha sido atribuido a la Corte Constitucional. 

 

En el caso concreto, el Tribunal Administrativo de Bolívar concluyó que el Decreto 

1012 de 2000 no es una norma con fuerza de ley, sino un acto administrativo, 

expedido por el Presidente de la República, en ejercicio de funciones 

administrativas, otorgadas por el artículo 189, numeral 14, de la Constitución 

Política y que, por tanto, era pasible de la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho. El tribunal ejerció control de legalidad frente a dicho decreto, lo anuló 

parcialmente y, a título de restablecimiento del derecho, ordenó a la Registraduría 

Nacional del Estado Civil que reintegrara a la señora Esmeralda Monsalve 

Castillo.  

 

Lo anterior demuestra que la autoridad judicial demandada incurrió en defecto 

orgánico, por cuanto desconoció la naturaleza del Decreto Ley 1012 de 2000 y 

ejerció una competencia que le corresponde privativamente a la Corte 

Constitucional.  En la sentencia objeto de tutela el Tribunal concluyó:  

 

“(…) es claro para la Sala que el Decreto 1012 de 2000 al no ser un 
Decreto con Fuerza Material de Ley, sino un Acto Administrativo 



expedido por el Presidente en ejercicio de funciones administrativas, 
el mismo es pasible de la acción ordinaria de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho, al igual que el Oficio N° 002848 de fecha 
diciembre veintisiete (27) de dos mil uno (2001) también demandado, lo que 
indica que sí pueden ser tramitados.” (Se resalta). 

 

 

Ahora, si bien la Sección Segunda, Subsección A ha aceptado que la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo puede examinar el Decreto 1012 de 2000, lo 

cierto es que tal estudio se ha realizado por vía de la excepción de 

inconstitucionalidad, prevista en el artículo 4° de la Constitución Política. Según 

dicha subsección, si el decreto vulnera preceptos constitucionales, el juez 

administrativo podrá inaplicarlo al caso concreto, pero no anularlo, como lo hizo el 

tribunal.  

 

Es importante traer a colación, por lo pertinente, la sentencia ya citada del 12 de 

julio de 2012, dictada por la Sección Segunda, Subsección B del Consejo de 

Estado, en la que se explicó que frente al Decreto Ley 1012 de 2000 puede 

ejercerse control por vía de excepción. La sentencia dijo que: 

 

“El Decreto 1012 de 2000, es un decreto ley proferido por el Presidente de 
la República, en ejercicio de las facultades extraordinarias7 conferidas por el 
numeral 8 del artículo 1 de la Ley 573 de 2000, de manera, que por su 
naturaleza el control de constitucionalidad se logra a través de un 
sistema calificado por la doctrina como mixto, porque combina un 
control concentrado en cabeza de la Corte Constitucional y un control 
difuso de constitucionalidad, en donde cualquier autoridad puede 
dejar de aplicar la ley u otra norma jurídica por ser contraria a la 
Constitución8. La excepción de inconstitucionalidad o el control de 
constitucionalidad por vía de excepción, se fundamenta en la 
actualidad en el artículo 4º de la Constitución, que establece que  “La 
Constitución es norma de normas.  
 
En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales…”.  Los efectos en 
uno y otro caso son diferentes. El que hace referencia a  la corte 
constitucional tiene fuerza de cosa juzgada constitucional, su exequibilidad 
o inexequibilidad, total o parcial, produce efectos erga omnes y con carácter 
obligatorio general, oponible a todas las personas y a las autoridades 
públicas, sin excepción alguna. Por el contrario, la excepción de 
inconstitucionalidad  tiene un efecto inter partes, o circunscrito a quienes 
tienen interés en el caso, y la norma inaplicada no se afecta en su vigencia 
general, aunque, por motivo de la inaplicación, no haya producido efectos 
en el asunto particular del que se trata. La excepción de inconstitucionalidad 

                                                 
7 numeral 10 del artículo 150 de la C.N. 
8 C-122-11. 
 



no ocasiona consecuencias en abstracto, ni significa la pérdida de vigencia 
o efectividad de la disposición sobre la cual recae, ni tampoco se constituye, 
dentro de nuestro sistema jurídico, en precedente forzoso para decidir otros 
casos que, bajo distintas circunstancias, también estén gobernados por 
aquélla9”.10 
 

 

En el  sub lite, el Tribunal Administrativo de Bolívar no ejerció el control 

constitucional por vía de excepción, sino que examinó la legalidad del Decreto Ley 

1012 de 2000, bajo el entendido de que se trataba de un acto administrativo. Es 

decir, ejerció una competencia que no le correspondía y, por ende, incurrió en 

defecto orgánico.   

 

En consecuencia, la Sala amparará el derecho fundamental a la tutela judicial 

efectiva de la Registraduría Nacional del Estado Civil y, en consecuencia, 

ordenará al Tribunal Administrativo de Bolívar que profiera una nueva sentencia en 

los términos expuestos en esta providencia.  

  

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 

Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 

de la ley, 

 

 

 

FALLA 

 

1. Ampárase el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. En consecuencia, ordénase al Tribunal 

Administrativo de Bolívar que, en el término de 30 días, contados a partir de la 

notificación de esta providencia, dicte una nueva sentencia, en los términos 

explicados en esta providencia.  

 

2. Si este fallo no se impugna, envíese el expediente a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión.  

 

Cópiese, notifíquese y cúmplase. 

                                                 
9 C-600-98. 
 
10 En idéntico sentido, la Sección Segunda, Subsección A se pronunció en la sentencia del 12 de 
julio de 2012. Radicado: 500123310002002 02352 01 (2303-2011). Actor: Martha Helena Diaz Zapata. 



 

La anterior providencia fue estudiada y aprobada en sesión de la fecha. 
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